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LA MOCIÓN PRESENTADA EN EL CONGRESO CONTRA JAIME SAAVEDRA

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Los pishtacos y la censura

Call of Duty

Campesino 
‘part-time’

L os políticos están por 
crearle al país una nue-
va y profunda decep-
ción sobre la política. 
En sus manos y en sus 

bocas, la política parece una pérdida 
de tiempo, un vertedero de pasiones 
absurdas y un desprecio por las nece-
sidades del país.

Los políticos no son solo los de la 
oposición. También son los del go-
bierno.

Fuerza Popular plantea la mo-
ción de censura contra el ministro 
de Educación solo para hacer una 
exhibición de poder. No importa na-
da más, para ellos, que obtener una “victoria” 
frente al Ejecutivo.

Cuando el presidente Kuczynski habla de 
la “cuestión de confi anza” pretende que pen-
semos en el paso siguiente. El paso siguiente 
es una eventual disolución del Congreso.

A la matonería no se le debe responder con 
una bravuconada. No es la calle, es el gobier-
no. Se equivocan ambos.

El mandato popular no es juego. Ambas 
partes juegan irresponsablemente con lo que 
el país les ha entregado. Se supone que nos 
iban a gobernar, no que iban a jugar Call of 
Duty o Warcraft.

La moción de censura no tiene sentido. La 
Constitución señala que el Congreso “hace 
efectiva la responsabilidad política” del minis-
tro “mediante el voto de censura” (art. 132). 
La Constitución señala, luego, el número de 
votos necesario.

¿ El campesino huye del campo? Sí 
y no. Hace cien años la mayoría 
de peruanos éramos agricultores; 
hoy, apenas uno de cada cinco. Un 
éxodo masivo y permanente, que 

el sociólogo José Matos Mar bautizó como 
un “desborde popular”, redibujó el mapa del 
país, creando las ciudades donde hoy vive y 
trabaja una mayoría de la población. No obs-
tante, los censos nos informan que cada día 
hay más agricultores. A pesar del auge de una 
economía no-agrícola, el número de agricul-
tores ha crecido 30% en apenas dos décadas. 
Desde la caída de los incas, nunca hemos te-
nido tantos peruanos dedicados al cultivo. La 
explicación sería la aparición de una nueva 
ocupación, el agricultor ‘part-time’. 

Estrictamente, no es una innovación. La 
práctica es antigua, por la estacionalidad de la 
agricultura y necesidad de sobrevivencia. La 
novedad es el volumen. La migración tempo-
ral se ha multiplicado en años recientes. Más 
de un millón de agricultores hoy salen tem-
poralmente de sus chacras, casi tres veces el 
número registrado por el censo de 1994. La 
migración adicional representa una libera-
ción de capacidad productiva que, como la 
energía de las lagunas aisladas en la sierra, 
estuvo embotellada improductivamente en 
estancos rurales. Su liberación ha constitui-
do un oportuno bono laboral para la econo-
mía nacional, contribuyendo a la expansión 
de nuevas tierras agrícolas, al ‘boom’ de la 
economía no agrícola, y a la reducción de la 
pobreza rural. 

¿A qué se debe esa liberación? El impulso 
de la necesidad no ha aumentado repentina-
mente. A pesar de la repartición que produ-
cen las herencias, el tamaño promedio de los 
predios ha aumentado y los rendimientos por 
hectárea han mejorado en la mayoría de los 

cultivos tradicio-
nales. Sembrando 
papa, por ejemplo, 
el campesino cose-
cha hoy el doble de 
lo que cosechaban 
sus padres. Más 
que a la presión de 
una mayor necesi-
dad, el salto en la 

migración temporal sería efecto de la mayor 
oportunidad, creada por una marcada reduc-
ción en las barreras de costo y tiempo para el 
movimiento de las personas, incluyendo la 
coordinación que permiten los celulares y el 
Internet. 

Un caso ilustrativo es el distrito de Huay-
llay Grande en la región Huancavelica, que 
en el 2006 fue califi cado como el más pobre 
del Perú. La extrema pobreza no era nueva: 
desde muchos años antes ese distrito rural 
registraba los niveles más bajos de expecta-
tiva de vida y de logro educativo en el país. A 
pesar de la extrema necesidad, solo 24% de 
los campesinos del distrito emigraron tem-
poralmente en 1994. En el 2012, la propor-
ción de emigrantes se elevó hasta 91%. Un 
salto similar se ha producido en múltiples 
distritos del interior. En el distrito ancashino 
de Cajamarquilla, por ejemplo, la propor-
ción pasó de 3% a 82%, en Vilque ubicado 
en Puno, de 11% a 88%, en Huaripampa 
de la provincia de Jauja de 11% a 84%. Así, 
liberando la mano de obra de cientos de pe-
queños reservorios en todo el interior se ha 
producido una ola de capacidad laboral. 

¿El efecto ha sido un desempleo masivo? 
¿Un desplome de los salarios? Todo lo con-
trario. El jornal se ha elevado en casi todos 
los distritos. El migrante temporal mejora su 
presupuesto familiar, pero sin soltar la seguri-
dad que le signifi ca su pequeña propiedad.

L a próxima semana pue-
de producirse una de 
las censuras ministe-
riales menos justifi ca-
das de las que se tenga 

memoria. El destacado ministro de 
Educación, Jaime Saavedra, podría 
ser censurado por decisión de Fuer-
za Popular, el partido mayoritario 
en el Congreso. Lamentablemente, 
su salida tendría el apoyo de 52% de 
la opinión pública que lo considera 
responsable político de un acto de 
corrupción que habría cometido en 
su ministerio una antigua funciona-
ria de mando medio en la compra de 
unas computadoras. 

Como se sabe, el desempeño de Saavedra ha 
sido valorado positivamente entre los sectores 
más informados de la población –en CADE fue 
aplaudido de pie–, columnistas de distintas ten-
dencias han escrito a su favor, y los resultados 
de la prueba PISA recientemente divulgados 
confi rman que el sector avanza en la dirección 
correcta, como lo destacó ayer en El Comercio 
Gustavo Yamada, director del Centro de In-
vestigación de la Universidad del Pacífi co. Sa-
avedra es también el ministro con 
mayor aprobación popular (40%) 
pero este apoyo no le alcanza pa-
ra impedir el rechazo de un sector 
mayoritario de la población cuan-
do se esgrime una acusación de 
corrupción.

Entre los sectores más informa-
dos de la ciudadanía es evidente 
que la censura carece de justifi ca-
ción. Saavedra no tuvo nada que 
ver con los hechos materia de la de-
nuncia. Incluso algunos destaca-
dos profesionales fujimoristas se 
han pronunciado en contra de la 
censura. Entre ellos el ex ministro 
de Educación Jorge Trelles y el ex 
ministro y alto dirigente de Fuerza 
Popular César Luna Victoria, quien 
ha señalado que no ve argumento 
alguno y que la sola propuesta de la 
censura es un maltrato no razo-
nable ni proporcional. Si Keiko 
Fujimori escucha estas vo-
ces quizá sorprenda al país 
con un giro que la presente 
con perfil de estadista. Lo 
más probable, sin embar-
go, es que ello no ocurra y 
que su bancada apruebe la 
censura en sintonía con una 
población ávida de cortar 
cabezas.

Resulta paradójico, pe-
ro la inminente censura al 

El número de votos es la parte for-
mal. La parte sustantiva, la respon-
sabilidad de hecho. 

No basta la mayoría. La mayoría 
debe ajustarse a la ley. En este caso, 
a la Constitución.

La oposición no ha demostrado 
que haya “responsabilidad políti-
ca” del ministro de Educación en los 
hechos imputados. La “responsabi-
lidad política” no se puede determi-
nar por un acto de voluntad. 

Nadie es responsable de algo por-
que el otro diga que es responsable. 
Ni siquiera porque lo diga una ma-
yoría. De otro modo, consagraría-

mos el linchamiento.
La responsabilidad, legal o política, tiene 

que basarse en una razón objetiva, en hechos. 
En la interpelación no hubo un solo argumen-
to que señalara responsabilidad material o 
política del ministro. 

El principal caso que sostuvo la interpela-
ción es el de una compra de computadoras por 
146 millones de soles a empresas que desvia-
ron dinero a otras cuentas. La compra fue le-
gal, y el desvío de fondos lo investiga la Fiscalía 
de Lavado de Activos.

La posición de la mayoría es insostenible. 
Si se aplicara a los gobiernos de Alberto Fu-
jimori, habría que condenarlo por toda la 
corrupción que hubo en sus gestiones. Toda.

La mayoría no decide si hay la responsa-
bilidad política solo por ser mayoría. Eso es 
inconstitucional. 

Si seguimos ese criterio, la mayoría de la po-

ministro de Educación refleja la 
desconexión existente entre las 
élites más educadas y la gran ma-
sa menos educada del país. Car-
los Meléndez ha sugerido que la 
condición de economista + PhD 
+ Banco Mundial de Saavedra 
resulta irritante para políticos de 
menos pergaminos intelectuales. 
Es posible. De lo que no hay duda 
es que la mayor parte de la pobla-
ción se expresa a partir de impre-
siones muy superfi ciales y sin co-
nocer en profundidad los hechos. 
Por eso la responsabilidad de una 
censura recae en un Congreso y no 

en una encuesta. 
Por eso también la discusión sobre la cues-

tión de confi anza que se debate en la clase po-
lítica está muy lejos de la comprensión ciu-
dadana. De producirse la censura, 67% de la 
opinión pública cree que debería procederse 
al reemplazo del ministro. Solo 19% cree que 
el primer ministro, Fernando Zavala, debería 
renunciar en rechazo a la censura, agudizando 
la polarización existente. 

Esta desconexión entre élites intelectuales 

“La inminente censura 
al ministro de Educación 

refl eja la desconexión 
existente entre las élites 

más educadas y la gran masa 
menos educada del país”.

“Desde la caída 
de los incas, 

nunca hemos 
tenido tantos 

peruanos 
dedicados al 

cultivo”.
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blación debería investigar a Keiko Fujimori 
porque quien fue su segundo al mando, Joa-
quín Ramírez, es investigado por la DEA por 
lavado de activos. Responsabilidad política.

Nada de eso tiene sentido. Fuerza Popular 
debe refl exionar. No ha recibido una metra-
lleta de juguete en el Congreso. Ha recibido 
un mandato del electorado. No puede jugar 
con el electorado. 

Por su lado, el Gobierno debe dejar de 
lado las bravuconadas. No puede hablar de 
“cuestión de confi anza”.  

El ministro Saavedra no preside el Gabi-
nete. Si lo censuran no se produce ninguna 
“crisis total del Gabinete”. Para eso tiene 
que plantearse una cuestión de confianza 
a nombre del Consejo de Ministros (Const., 
art. 133).

Solo si el Congreso censura a dos consejos 
de ministros, obtiene el presidente la facultad 
de disolver el Congreso. ¿Cómo podría la ma-
yoría fujimorista votar contra dos consejos 
de ministros si eso llevaría a su disolución?

Las declaraciones del presidente y algu-
nos de sus voceros, sobre este tema, son ab-
surdas. El silencio hubiera sido mejor.

El problema para el país es que el Congre-
so no lee la Constitución y el Ejecutivo lee, 
pero no entiende. Grandes alharacas y gran 
irresponsabilidad.

La población, por su parte, solo espera 
que se atiendan los urgentes problemas de 
seguridad, de salud, de educación. No puede 
recurrir a las autoridades, porque las autori-
dades están demasiado entretenidas en esta 
política de fuegos artifi ciales y frivolidad.  
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y sectores menos educados se ha visto también 
recientemente en la violenta actitud de un sec-
tor de la población de Huaycán que casi lincha 
a dos encuestadores del Instituto Cuánto pen-
sando que eran pishtacos o trafi cantes de órga-
nos y que luego atacó con violencia a los policías 
que acudieron en su defensa. La desconexión 
se expresa en el amplio sector de la población 
que cree en la existencia de los pishtacos, como 
veremos en la segunda parte de la encuesta de 
Ipsos de este mes que publicará El Comercio.  
Aprovecho estas líneas para expresar mi solida-

ridad a los encuestadores Luis 
Núñez y Paola Cerrón, cuya vi-
da estuvo en peligro, y mi feli-
citación a la Policía Nacional 
por su oportuna intervención. 

Si se trata de combatir la co-
rrupción, el país debería poner 
más atención a la experiencia 
del vecino Brasil. Por ejemplo, 
79% de la población informa-
da de la investigación Lava Jato 
piensa que en el Perú también 
debería ofrecerse un acuerdo 
a los ejecutivos de las compa-
ñías que incurrieron en actos 
de corrupción para que delaten 
a quienes fueron los receptores 
de ese dinero indebido. 

De la misma manera como se 
atrapó y sancionó en el 2001 la 
gran corrupción de los años no-
venta, la opinión pública espera 
ahora que se investigue y sancio-
ne la gran corrupción de los últi-
mos 15 años. Una censura a un 
ministro por su responsabilidad 
política en un posible delito de 
un funcionario medio en su sec-
tor no debe distraer del objetivo 
principal que debería ser iden-
tifi car y sancionar la megaco-

rrupción en la que podrían 
haber incurrido las altas 

esferas del poder en los 
últimos gobiernos. 


